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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 8 de marzo de 2018
Proceso: 


Acción de Tutela –Concede
Radicación Nro. :
  
660012204000-2018-00030-00
Accionante (s):

ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA
Accionado (s):

JUZGADO 2º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD
Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA

Temas:


DERECHO DE PETICIÓN / REDOSIFICACIÓN DE PENA Y LIBERTAD CONDICIONAL / RESPUESTA PARCIAL / CONCEDE. - De acuerdo a la información obrante en el expediente, se tiene que la señora AMRM acudió a este mecanismo constitucional, a fin de que se ordenara al Despacho competente resolver la solicitudes de redosificación de pena y libertad condicional que presentó desde el mes de diciembre de 2017. 

Al respecto, informó el titular del Despacho accionado que por medio de auto del 27 de febrero del año que avanza se resolvió la solicitud de redosificación de pena incoada por la actora, por lo que pidió que se declarara una carencia actual de objeto, para lo cual adjuntó a su respuesta la copia del referido auto. Desde ese punto de vista se puede decir que frente a esa solicitud en específico, efectivamente operó el fenómeno jurídico del hecho superado, lo cual da lugar a declarar frente al mismo una carencia actual de objeto, toda vez que ya se efectuó un pronunciamiento de fondo, por medio del cual se analizó si era viable o no acceder a su solicitud de redosificación de pena, encontrándose que no había lugar a su concesión.  

A pesar de lo anterior, de la lectura del mencionado proveído se desprende que en momento alguno el Juez hizo referencia en su decisión a la solicitud de libertad condicional que de manera subsidiaria presentó la señora AMRM, y en ese orden de ideas, teniendo en cuenta que, como se expuso en párrafos anteriores, hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades judiciales, se infiere que en el presente asunto se estaría ante una vulneración dicha prerrogativa constitucional en contra de la señora Angélica María, en lo relacionado con esa petición en concreto.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA

Pereira, ocho (08) de marzo de dos mil dieciocho 
Hora: 10:00 a.m.   

Aprobado por Acta No. 226  

	Radicación: 
	660012204000-2018-00030-00

	Accionante: 
	Angélica María Rivera Medina 

	Accionado: 
	Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

	Decisión: 
	Declara hecho superado  


ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA en contra del JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante que desde el 21 de diciembre de 2017 elevó ante el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad una solicitud de redosificación de pena, y que en caso de que la misma fuera inviable, se estudiara si cumple con los presupuestos legales para acceder al beneficio administrativo de la libertad condicional. 
Refirió que según la búsqueda realizada por ella en el sistema de consulta de procesos de la Rama Judicial, aparece que el día 21 de diciembre de 2017 se avocó el conocimiento de esa solicitud por parte del Juzgado accionado, sin embargo, hasta la fecha de interposición de la acción constitucional, no había sido posible obtener un pronunciamiento de fondo al respecto.

Sumado a lo anterior, su apoderado judicial se ha acercado varias veces al Despacho para preguntar por el estado de dicha solicitud, pero la única información que le dan es que el proceso se encuentra a despacho, sin brindar ningún tipo de explicación que justifique la tardanza.  
PRETENSIONES:
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la administración de justicia, y en consecuencia, se ordene al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que resuelva la solicitud presentada desde el 21 de diciembre de 2017. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 22 de febrero del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento, y se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
RESPUESTA DEL DESPACHO ACCIONADO:
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD: el Juez titular del Despacho, Doctor Luis Mariano Zabala Esquivel, por medio de escrito adiado el 27 de febrero del año que avanza se refirió a los cuestionamientos hechos por la señora Rivera Medina; al respecto dijo que en efecto, en el Centro de Servicios Administrativos de esos Juzgados se recibió el día 18 de diciembre de 2017 una solicitud elevada por ella, sin embargo, para esa fecha aún no se había recepcionado allí el encuadernado proveniente del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Cartago, por lo que sólo hasta el 21 de diciembre de 2017 se le asignó el conocimiento de dicho asunto. 

No obstante, por medio de auto del 27 de febrero de los cursantes se resolvió desfavorablemente la aludida solicitud, por lo que pidió el Juez encartado que se declare una carencia actual de objeto por hecho superado.        
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si han sido desconocidos los derechos fundamentales de la señora Angélica María Rivera Medina, al no dar trámite a la solicitud de redosificación de pena y en subsidio de libertad condicional presentadas ante el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira desde el 18 de diciembre de 2017. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación de ese aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
 Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”
Caso concreto: 

De acuerdo a la información obrante en el expediente, se tiene que la señora Angélica María Rivera Medina acudió a este mecanismo constitucional, a fin de que se ordenara al Despacho competente resolver la solicitudes de redosificación de pena y libertad condicional que presentó desde el mes de diciembre de 2017. 
Al respecto, informó el titular del Despacho accionado que por medio de auto del 27 de febrero del año que avanza se resolvió la solicitud de redosificación de pena incoada por la actora, por lo que pidió que se declarara una carencia actual de objeto, para lo cual adjuntó a su respuesta la copia del referido auto. Desde ese punto de vista se puede decir que frente a esa solicitud en específico, efectivamente operó el fenómeno jurídico del hecho superado, lo cual da lugar a declarar frente al mismo una carencia actual de objeto, toda vez que ya se efectuó un pronunciamiento de fondo, por medio del cual se analizó si era viable o no acceder a su solicitud de redosificación de pena, encontrándose que no había lugar a su concesión.  

A pesar de lo anterior, de la lectura del mencionado proveído se desprende que en momento alguno el Juez hizo referencia en su decisión a la solicitud de libertad condicional que de manera subsidiaria presentó la señora Rivera Medina, y en ese orden de ideas, teniendo en cuenta que, como se expuso en párrafos anteriores, hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades judiciales, se infiere que en el presente asunto se estaría ante una vulneración dicha prerrogativa constitucional en contra de la señora Angélica María, en lo relacionado con esa petición en concreto, ello en atención a los postulados del artículo 168 de la Ley 600 de 2000, disposición aplicable al subexamine según los principios de coexistencia y favorabilidad, norma que consagra los términos para tomar ese tipo de determinaciones, así: “Salvo disposición en contrario, el funcionario dispondrá hasta de tres (3) días hábiles para proferir las providencias de sustanciación y hasta de diez (10) días hábiles para las interlocutorias.”, disposición aplicable al subexamine según los principios de coexistencia y favorabilidad.”
Acorde con lo anterior, lo pertinente será declarar la existencia de un hecho superado respecto de la solicitud de redosificación de pena incoada por la accionante ante el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad; pero conceder la solicitud de amparo invocada en lo concerniente a la petición de libertad condicional deprecada por la libelista, de manera que se ordenará al Despacho accionado que se pronuncie de fondo respecto a la misma, para lo cual se le concederá el improrrogable término de 72 horas.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia de la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE ESTA CIUDAD que en el término de 72 horas hábiles contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a pronunciarse de fondo respecto a la solicitud de libertad condicional deprecada por la libelista. 
TERCERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO respecto de la solicitud de redosificación de pena incoada por la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA ante el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, acorde con lo expuesto en precedencia. 

CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Radicado 44768 del 20 de noviembre de 2009.
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